REGISTRADA BAJO EL N° 93 (S)· F° 513/519

EXPTE. N° 145.627. ·············Juzgado N° 14.
······· En la ciudad de Mar del Plata, a los·20· días del mes de abril del dos mil diez, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Tercera, en el acuerdo ordinario a los efectos de dictar sentencia en los autos: "MUNICIPALIDAD DE GENERAL PUEYRREDON C/ ALONSO OSCAR GABRIEL Y OTRO S/ APREMIO" habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial, resultó que la votación debía ser en el siguiente orden: Dres. Nélida I. Zampini y Rubén D. Gérez. 

······· El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes; 

······· CUESTIONES:
······· 1) ¿Es justa la sentencia de fs. 73/77?

······· 2) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

······· A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SRA. JUEZ DRA. NELIDA I. ZAMPINI DIJO:
······· I) Dicta sentencia el Sr. Juez de Primera Instancia resolviendo tener presente el allanamiento formulado por el ejecutante a fs. 51 vta., respecto de la excepción de prescripción opuesta por el ejecutado, como así también el allanamiento formulado por la ejecutada respecto del período 6/2001.

······· Desestima la excepción de prescripción interpuesta respecto del período fiscal 1/2001 hasta 5/2001.

······· Manda llevar adelante la ejecución hasta tanto los ejecutados, Alonso Oscar Gabriel y Abraham Sommerfleck hagan al actor Municipalidad de General Pueyrredon, efectivo pago de la suma de pesos cincuenta y seis con ochenta y ocho, con más los intereses liquidados según la ordenanza impositiva vigente.

······· Impone las costas a la ejecutante en un 80% y a la ejecutada en un 20% y difiere la regulación de honorarios para su oportunidad. 

······· II) Dicho pronunciamiento es apelado a fs. 80 por el Dr. Alberto M. Trionfetti, en su carácter de apoderado de la parte actora, fundando su recurso a fs. 82/84 con argumentos que merecieron respuesta de la contraria a fs. 86/92. 

······· Por su parte, la sentencia es apelada a fs. 86/92 por el Dr. Pastor Liberati, apoderado de los demandados, fundando su recurso en el mismo escrito con argumentos que merecieron respuesta de la contraria a fs. 97/98.

······· III).-AGRAVIOS DE LOS DEMANDADOS.

······· Agravia al apelante el rechazo de la excepción de prescripción que fue planteada respecto de los períodos que abarcan desde el 1/2001 al 5/2001.

······· Luego de transcribir los que -a entender del recurrente- son los argumentos principales por los cuáles el a quo rechazó la excepción de prescripción, el apelante resaltó que según lo dispuesto por la Corte Suprema de la Nación en el fallo "Filcrosa", el Código Civil tiene preeminencia por sobre las legislaciones locales en lo referente a plazos y la forma de su cómputo en materia de prescripción. Cita jurisprudencia de la Suprema Corte provincial y de esta Cámara en igual sentido. 

······· Considera que del estudio de la documentación que aportó la ejecutante para acreditar la suspensión del plazo prescriptivo, se desprende que si bien se ha cursado una intimación no lo ha sido en los términos del art. 3986 del Código Civil.

······· Entiende que dicha intimación no fue hecha en forma auténtica, toda vez que no fue realizada al domicilio de su representado y quien la recepcionó carece de facultades para obligarlo civilmente. Cita jurisprudencia referida a la constitución en mora.

······· Considera que de acuerdo al mecanismo del art.509 del Código Civil la notificación debe ser fehaciente, es decir que deberá efectuarse en el domicilio real, fiscal o convencional de la persona que se pretende notificar, circunstancia ésta que -a entender del apelante- no ha ocurrido en autos-.

······· Finalmente, solicita se haga lugar a la excepción de prescripción por los períodos 1/2001 a 5/2001, con costas a la contraria. 

······· AGRAVIOS DE LA PARTE ACTORA.
······· Agravia al recurrente la imposición de costas dispuesta por el Sr. Juez de primera instancia.

······· En primer lugar, expone la caracterización de las obligaciones naturales, para luego señalar que su parte no reclamó una deuda prescripta porque estas deudas no existen per se sino que reclamo una obligación civil a la que el deudor le opuso la excepción de prescripción.

······· Afirma que ante la defensa de prescripción se allanó incondicionalmente, sin perder de vista que las comunas tienen el deber de garantizar el crédito fiscal y, por ende, la obligación de iniciar los juicios de cobro por vía de apremio.

······· Entiende que el sentenciante aplica el principio objetivo de la derrota a ambas partes sin tener en cuenta la doctrina que reza no existen obligaciones prescriptas sino civiles que pierden su eficacia de reclamo.

······· Finalmente refiere que atento el allanamiento de su parte deben imponerse las costas en el orden causado. 

······· IV) Pasaré a analizar los agravios planteados.
······· AGRAVIO DE LOS DEMANDADOS. CARACTER SUSPENSIVO DE LA INTIMACION EXTRAJUDICIAL EFECTUADA POR LA ACTORA 

······· En lo que respecta al efecto suspensivo de la prescripción que corresponde atribuirle al requerimiento extrajudicial de pago de fs. 69 caben las siguientes reflexiones:

······· Conforme al segundo párrafo del art. 3986 del C.Civil la prescripción se suspende "... por la constitución en mora del deudor, efectuada en forma auténtica.". 

······· En realidad, donde dice "constitución en mora" debe entenderse "interpelación del deudor", pues es el requerimiento de pago categórico e inequívoco, apropiado en cuanto al objeto, modo y tiempo, al que la ley le da un efecto determinado. Así lo ha entendido la mayoría de la doctrina y jurisprudencia (López Mesa, Marcelo J., "Código Civil y Leyes Complementarias, anotados con jurisprudencia", t.IV, ed. Lexis Nexis, Buenos Aires, 2008, p. 982, y jurisp. cit.; López Herrera, Edgardo, "Tratado de la Prescripción Liberatoria", ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2009, p. 203, y jurisp. cit.; Borda, Guillermo, "Tratado de derecho civil. Obligaciones", t.II, 6ta. ed., Perrot, Buenos Aires, 1989, ps. 29 y 30, y jurisp. cit.).

······· Basta entonces la interpelación para que se suspenda la prescripción, sin embargo no cualquier exigencia de pago logra esa finalidad. 

······· El requerimiento de pago debe ser "auténtico", o sea: documentado, fehaciente, que pueda ser indubitablemente probado, que despeje toda duda sobre la veracidad del reclamo y la fecha de su realización, pudiendo incluso ser formulado verbalmente si el deudor reconoce haber sido interpelado, pues el término utilizado en el art. 3986 del C.Civil es empleado en el sentido de "manera o modo" y no como "solemnidad". Así, puede ser hecho mediante acta notarial, carta documento, telegrama colacionado, actuaciones administrativas o a través de una nota (jurisp. esta Cám., Sala 2, 29/4/1997, "Marengo, Raúl c/ Diez, Julio C.", LL 1999-D-750; Corte Sup., 19/12/95, "Legnangel S.A. c/ Provincia de Bs. As.", JA 1996-II-síntesis, cit. en López Herrera, Edgardo, cit., p. 205; Cám. Nac. Com., Sala A, 29/12/1999, "Clavel, Marta G. c/ Viviendas Rolón de Siteca S.r.L.", LL 2000-C-356, cit. en López Mesa, Marcelo J., cit., p. 981).

······· La interpelación debe contener los elementos necesarios para que pueda determinarse con precisión a qué deuda se está refiriendo y cuál es o son los períodos a los que se alude con el reclamo. Lógicamente la intimación debe ser hecha antes de vencerse el plazo prescriptivo que estuviera corriendo.

······· Finalmente se requiere que la interpelación llegue a conocimiento del deudor o al menos pueda presumirse que el deudor ha conocido la intimación. No se exige que el interpelado lea efectivamente la nota de intimación, sino que pueda entrar en contacto con ella, porque ha sido colocada dentro de su esfera íntima, como sería una interpelación que se entrega al portero o a un empleado o encargado del lugar (Moisset de Espanés, Luis, "Prescripción", ed. Advocatus, Córdoba, 2004, p. 362; Sup. Corte Just. Mendoza, Sala 1, 10/10/2003, "Obra Social de Empleados Públicos c/ Martínez, Juan C. y otro", LL Gran Cuyo 2004-310, cit. en López Herrera, Edgardo, cit., p. 207).

······· En resumen, la idea es que se demuestre la intención del acreedor de romper su inacción en relación a un reclamo puntual y que su propósito haya llegado -efectiva o presuntivamente- a conocimiento del deudor para configurar interpelación auténtica y suspender la prescripción en los términos del art. 3986, 2º párr., del C.Civil. 

······· Llevando tales pautas al caso bajo estudio y una vez efectuado el análisis de la documental de fs. 69 considero que dicha interpelación extrajudicial de pago cumple los recaudos antes señalados.

······· Repárese que se ha hecho por escrito mediante un procedimiento que aleja toda duda sobre su seriedad y efectividad, contiene indicación concreta de la deuda cuya cancelación se intima (períodos 199501 al 200306), está dirigida a los demandados -Sr. Osmar Gabriel Alonso y Sr. Abraham Sommerfleck- y consta que fue recibida el 15 de septiembre de 2005.

······· El deudor sólo desconoció el instrumento de fs. 45 en los siguientes términos: "... niego por no constarme la autenticidad de la firma de quien suscribiera el acuse de recibo...y para el caso que la firma fuera auténtica, quien recepcionara la intimación, carece de facultades para obligar civilmente a mi representado..." (ver. fs. 54).

······· Claramente puede advertirse que los demandados, se limitaron a negar -de manera por demás escueta y general- la autenticidad de la firma de quien recibiera la nota a ellos dirigida, lo que, conforme a lo dispuesto por el art. 354 del C.P.C., permite tenerla por reconocida y hasta incluso por recibida. 

······· Ahora bien, respecto del argumento dado por los demandados en esta instancia, al fundar su memorial, referidos al domicilio a la que fue enviada la intimación extrajudicial -casilla postal número 20 Correo Central- cabe señalar que el mismo fue extemporáneamente incorporado a la causa pues al no haberlo introducido al momento de contestar el traslado de fs. 53 no pudo ser considerado por el juez de primera instancia y, por tal motivo, este tribunal se encuentra impedido de analizarlo (art. 272 del C.P.C). 

······· A todo evento, cabe aclarar que el domicilio postal al que fue remitida la intimación de pago es aquel que los demandados constituyeron en el expediente administrativo que, por la deuda que aquí se reclama, llevó adelante la actora (ver fs. 1 del expediente administrativo n°283-6, que se encuentra agregado a esta causa). Ello contribuye a crear convicción con relación a la efectiva recepción de la intimación extrajudicial. 

······· Por su parte, respecto de las argumentaciones de los accionados referidas a lo dispuesto por la CSJN en el fallo "Filcrosa" -al que el a quo hace alusión en la sentencia recurrida- no explican de que modo la aplicación de las conclusiones del citado decisorio altera lo decidido y, por lo tanto, cabe desestimarlas por ausencia de critica concreta y razonada (art.260 del C.P.C). 

······· Las razones expuestas me llevan a concluir, que la intimación de pago extrajudicial realizada por la Municipalidad de General Pueyrredon deviene idónea para configurar una interpelación auténtica y suspender la prescripción en los términos del art. 3986, 2º párr., del C.Civil. 

······· Por los fundamentos dados considero que debe confirmarse sobre esta cuestión la sentencia recurrida. 

······· AGRAVIO DE LA ACTORA. COSTAS
······· Liminarmente cabe adelantar opinión en el sentido que la imposición de costas dispuesta por el Sr. Juez de primera instancia no resulta ajustada a derecho.

······· Corresponde destacar que -tal como expresa el a quo- el allanamiento de la accionante y de los accionados no pueden ser considerados totales en los términos del artículo 70 del C.P.C y, por tanto, para resolver la cuestión debe estarse al criterio objetivo de la derrota (argto. doct. Loutayf Ranea, Roberto G., "Condena en costas en el proceso civil", Editorial Astrea, Buenos Aires, 2000, pág. 104). 

······· Obsérvese que los demandados han solicitado la prescripción de los períodos de deuda que van desde la cuota uno del 1995 a la cuota 5 del año 2001 y que la actora sólo se allanó respecto de los períodos comprendidos entre la cuota 1/95 a la cuota 6/2000, es decir el allanamiento ha sido sólo parcial pues quedó en discusión si había acaecido la prescripción de los períodos 1/2001 al 5/2001 (ver. fs. 51 vta.).

······· Por su parte el allanamiento de los demandados fue sólo respecto de la cuota 6 del año 2001, resultando así que el mismo deba considerarse parcial.

······· Ahora bien, entiendo que el equívoco del sentenciante se encuentra en efectuar una imposición de costas en forma genérica, pues ha impuesto las mismas tanto por el rechazo de la excepción de prescripción como por el progreso de la demanda en un 80% a la ejecutante y en un 20% a los accionados (ver. fs. 77 y vta.).

······· En casos como el de autos, dónde progresa una excepción y la ejecución sólo es mandada a llevar adelante parcialmente, deben imponerse a la parte demandada el pago de las costas por el monto por el que progresa la demanda por resultar vencida en esta parte y al accionante por el monto por el que progresan las excepciones, al resultar él vencido en este aspecto. Es decir, en estos casos habrá una doble imposición de costas (argto doct. Loutayf Ranea, Roberto G., "Condena en costas en el proceso civil", Editorial Astrea, Buenos Aires, 2000, pág. 395).

······· Llevando tales pautas al caso de autos, debo concluir que corresponde que las costas por el progreso de la demanda sean a cargo de los demandados por resultar vencidos en este aspecto, mientras que las costas por el acogimiento de la excepción de prescripción -resuelta en razón del allanamiento parcial de la accionante- deben ser impuestas a la actora por resultar vencida (art. 556 del C.P.C).

······· Sin embargo, como imponer la totalidad de las costas por el progreso de la prescripción a la accionante, cuando el a quo dispuso que sólo debía cargar con el 80% y que el 20% restante sería a cargo de los demandados, implicaría incurrir en reformatio in pejus en este porcentaje deberá mantenerse la imposición de costas por el progreso de la excepción.

······· Por las razones expuestas se hace lugar al agravio en tratamiento. 

······· ASI LO VOTO.
······· El Sr. Juez Dr. Rubén D. Gérez votó en igual sentido y por los mismos fundamentos.

······· A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SRA. JUEZ DRA. NELIDA I. ZAMPINI DIJO:
······· Corresponde: I) Rechazar el recurso de los demandados, confirmando en tal sentido la sentencia recurrida en cuanto fue materia de apelación por estos. II) Hacer lugar al recurso de la accionante, disponiéndose que las costas de primera instancia por el progreso de la demanda sean a cargo de los demandados por resultar vencidos en este aspecto, mientras que las costas por el acogimiento de la excepción de prescripción sean distribuidas en un 80% a cargo de la accionante y en un 20% a cargo de los demandados. III) Corresponde imponer las costas de Alzada, por ambos recursos, a los demandados vencidos (art. 68 y 556 del C.P.C. IV) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904). 

······· ASI LO VOTO.
······· El Sr. Juez Dr. Rubén D. Gérez votó en igual sentido y por los mismos fundamentos.

······· En consecuencia se dicta la siguiente;

······· S E N T E N C I A 

······· Por los fundamentos dados en el precedente acuerdo: I) Se rechaza el recurso de los demandados, confirmando en tal sentido la sentencia recurrida en cuanto fue materia de apelación por estos. II) Se hace lugar al recurso de la accionante, disponiéndose que las costas de primera instancia por el progreso de la demanda sean a cargo de los demandados por resultar vencidos en este aspecto, mientras que las costas por el acogimiento de la excepción de prescripción sean distribuidas en un 80% a cargo de la accionante y en un 20% a cargo de los demandados. III) Las costas de Alzada, por ambos recursos, se imponen a los demandados vencidos (art. 68 y 556 del C.P.C. IV) Se difiere la regulación de honorarios para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 del C.P.C). Devuélvase.

NELIDA I. ZAMPINI. RUBEN D. GEREZ.  PABLO D. ANTONINI SECRETARIO.
